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Cambios Norte SA s/recurso de apelación 

PARTE/S: Cambios Norte SA s/recurso de apelación 

TRIBUNAL: Trib. Fiscal Nac. 

SALA: A 

FECHA: 14/04/2012 

Buenos Aires, 14 de abril de 2012. 

AUTOS Y VISTOS: 

El expediente Nº 30.476-I caratulado: “CAMBIOS NORTE S.A. S/ recurso de apelación”, 

Y RESULTANDO: 

I.- Que a fs. 115/136 se interpone recurso de apelación contra la resolución Nro. 152/07 (DV MRRI), de fecha 24 de octubre de 2007, suscripta por el Jefe División Revisión y Recursos I, Dirección Regional Microcentro de la AFIP-DGI, en virtud de la cual se determina la obligación tributaria de la responsable frente al impuesto a las ganancias, período fiscal 2002, se liquidan intereses resarcitorios y se aplica multa con sustento en el artículo 45 de la ley 11.683 (t.o. 1998 y sus modificaciones). 

Explica que el Fisco Nacional impugnó la deducción en concepto de créditos incobrables con origen en la operatoria con el “Connecticut Bank Of Commerce” computada por la recurrente en el balance impositivo del período fiscal 2002. 

Relata que la responsable es una entidad financiera dedicada a la prestación de servicios de casa y agencia de cambios. 

Menciona que de acuerdo a la documentación aportada, la entidad poseía dos cuentas en el aludido banco identificadas con los números … y …, cuyos saldos ascendían -al 25 de junio de 2002- a las sumas de U$S 478.741,64.- y U$S 840.820,38.-, respectivamente. 

Señala que pese a la diligencia con la que se actuó a efectos de evitar la pérdida de disposición de los saldos, con fecha 26 de junio de 2002, se declaró la quiebra del Connecticut Bank Of Commerce, designándose como síndicatura a la “Federal Deposit Insurance Corporation”. 

Refiere que posteriormente, el “Hudson United Bank” adquirió la cartera de clientes del “Connecticut Bank Of Comerce” hasta el límite garantizado por la Reserva Federal de los Estados Unidos, esto es, U$S 100.000.- por cada una de las cuentas. 

Puntualiza que la sindicatura resolvió admitir los créditos por la totalidad de los saldos depositados en las cuentas, estos es, U$S 378.741,64 y U$S 740.820,38.- 

Sostiene que, con sujeción a las normas de los Estados Unidos, se procedió a realizar el reclamo prejudicial previo al inicio de la demanda de cobro compulsivo, el que fue rechazado con fecha 12/11/2002 y la posterior interposición de la misma. 

Estima que las circunstancias relatadas justifican la deducción de los saldos de las cuentas que la contribuyente poseía en el Connecticut Bank Of Commerce en concepto de malos créditos. 

Añade que los créditos en cuestión recién pudieron ser recuperados en su totalidad en el año 2005, los que fueron debidamente reintegrados al balance impositivo, aspecto que -dice- no controvierte el organismo recaudador. 

A continuación, transcribe párrafos de la resolución de marras y efectúa una breve descripción de la normativa aplicable. Al respecto, puntualiza que la incobrabilidad de los créditos deducidos por la firma deberá merituarse a la luz del texto anterior al actual artículo 136 del Decreto Reglamentario de la ley del tributo, extremo que entiende no se encuentra controvertido en autos. En ese sentido, sostiene que con fecha 21/02/2003 se publicó el Decreto Nº 348/2003, en virtud del cual resultaba aplicable la vieja redacción a los períodos fiscales que finalicen entre el 31/12/02 y el 31/12/03. 

Afirma que, sea cual fuese la redacción de la norma aplicable a la especie, concurren en autos múltiples índices de incobrabilidad. 

Puntualiza que se configuró la declaración de quiebra del deudor, habida cuenta que el cierre del “Connecticut Bank Of Comerce” a causa de la orden del Tribunal Superior de Connecticut tuvo lugar el 26/06/2002, implicando la designación como síndico de la Federal Deposit Insurance la quiebra del banco. Agrega que las notas de fecha 7/08/02 emitidas por la sindicatura mediante las cuales se admite parcialmente el crédito de la rubrada, importa la concurrencia del índice relativo a la verificación del crédito. 

Sostiene asimismo que se verifica la cesación de pagos del deudor, índice que queda probada con la documentación relativa a la quiebra del banco y con las notas de fecha 12/11/02 en virtud de las cuales la “Federal Deposit Insurance Corporation” rechazó el reclamo previo interpuesto por la contribuyente a los fines de obtener un resarcimiento integral. Añade que con la interposición del reclamo prejudicial se verifica la iniciación del cobro compulsivo, cuanto menos el índice de gestión de cobro extrajudicial. 

Manifiesta que finalmente se configura la paralización de las operaciones del deudor habida cuenta que el Banco opera a través de la sindicatura a los únicos fines de la liquidación del activo. 

Estima en ese sentido que la firma realizó variados esfuerzos para recuperar el crédito, sin haberlo logrado, lo que -a su juicio- habilita su deducción en el balance impositivo para el período fiscal 2002. 

En relación al posterior recupero de los créditos, explica que la firma demoró tres años en recuperar su totalidad, los que fueron debidamente reintegrados a los balances impositivos en que tuvieron lugar los recuperos, conforme lo que surge de la pericia producida y la medida para mejor proveer. 

Enfatiza que la concurrencia de los índices verificados en el período fiscal 2002 habilita la deducción de los créditos en dicho período, por lo que la mera posibilidad de que el crédito se recupere no obsta a su deducción. 

Resalta que el art. 136 exige que la deducción corresponda al ejercicio en que se produzca la incobrabilidad, es decir, la verificación del índice, por lo que las deducciones computadas para el período fiscal 2002, resultaban impostergables. 

En ese sentido, estima que la ley y su reglamentación son claras en el sentido de que la incobrabilidad se verifica con el índice, no siendo exigible que exista un patrimonio insuficiente para proceder a la devolución. Añade que, en la especie, fue considerable el esfuerzo de cobro realizado por la responsable. 

Tilda de irrelevante la circunstancia de que se haya recuperado parte del crédito con anterioridad a la fecha para la presentación de la declaración jurada del período fiscal 2002. Explica que el ejercicio abarcó el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de ese año, por lo que el recupero se verificó fuera del ejercicio. Menciona que la ley alude al “ejercicio” y no “al período que trascurre desde la presentación de una declaración jurada a la fecha de presentación de la siguiente”. 

Aduce que resulta igualmente intrascendente el hecho de que la firma deudora haya cancelado más del 40% de la totalidad de los depósitos adeudados al 5/11/02, en la medida que la contribuyente no recibió ningún pago, extremo que -dice- se acreditó con la medida para mejor proveer producida. 

Señala que el organismo recaudador no cuestiona el hecho de que la firma haya recibido el primer pago en el año 2003, sino que afirma que la circunstancia de que la Federal Deposit Insurance haya comenzado a efectuar pagos a otros depositantes a fines del año 2002 obstaría a la deducción de los malos créditos. 

Apunta que resulta inaplicable a la litis la jurisprudencia invocada por el Fisco Nacional que alude a la configuración de liberalidades. Seguidamente, refiere que la ley no exige la prueba de una incobrabilidad manifiesta, sino que hace referencia a los “malos créditos”. 

Se agravia asimismo de la impugnación de la valuación de los créditos incobrables deducidos con fundamento en la improcedencia de la deducción de malos créditos. 

Explica que la responsable valuó los créditos incobrables al tipo de cambio vigente a la fecha de la incobrabilidad. Dice que se contabilizaron los saldos de las cuentas que la firma poseía en el Connecticut Bank Of Commerce valuados al 31/12/02 y se practicó una deducción adicional a efectos de ajustar la valuación de los aludidos saldos a la fecha de incobrabilidad, que fija en junio de 2002. 

En ese sentido, expone que se contabilizó una deducción por la suma de $ 481.411,67.-, en concepto de diferencia de cambio generada desde el 30/06/02 -fecha de verificación de la incobrabilidad- y el 31/12/02 -fecha de cierre del ejercicio comercial-. 

Añade que la ley es clara en el sentido de que la diferencia de cambio se genera por revaluación de saldos impagos y por diferencia entre la última valuación el el importe de los pagos o retiros totales o parciales de los saldos, tratamiento que corresponde otorgar a la incobrabilidad de los créditos. 

Resalta que no procede la devolución al balance impositivo la suma de $481.411,67.- pretendida por el fisco, habida cuenta que constituye una forma de valuar el incobrable deducido que se reintegró posteriormente al balance impositivo y se gravó al incluirse en la base imponible del tributo de los años 2003, 2004 y 2005 la totalidad de los recuperos, valuados al tipo de cambio del momento en que ingresaron al patrimonio de mi mandante. 

Subsidiariamente, solicita la aplicación de la teoría de las correcciones simétricas con sujeción a lo previsto en el art. 81 de la ley ritual. En ese sentido, afirma que atento que los recuperos fueron incluidos en los respectivos balances impositivos de los años 2003, 2004 y 2005, corresponde tener por ingresado el capital e intimar los intereses resarcitorios. Sostiene que pese a la negativa del Fisco Nacional, la misma resulta de aplicación automática una vez constatados los extremos de hecho objetivos que hacen a su procedencia. Máxime cuando el organismo recaudador reconoce como ingresado el impuesto. 

Se agravia de la liquidación de intereses resarcitorios y de la sanción aplicada. Cita jurisprudencia, ofrece prueba y hace reserva de caso federal. 

II.- Que a fs. 167/179 contesta el recurso la representación fiscal, que por las razones de hecho y derecho que expone, peticiona se confirme el acto impugnado, con costas. 

Acompaña como prueba los antecedentes administrativos y hace reserva del caso federal. 

III.- Que a fs. 201 se elevan los autos a conocimiento de esta Sala y pasan a sentencia. 

Y CONSIDERANDO: 

I.- Que conforme surge de las actuaciones administrativas acompañadas, mediante Orden de Intervención Nº 3047/3 y en cumplimiento de funciones que le son propias, la administración fiscal procedió a verificar el correcto cumplimiento de las obligaciones tributarias de la contribuyente, dedicada a la prestación de servicios de casa y agencia de cambios, cerrando sus ejercicios comerciales el 31 de diciembre de cada año. 

La fiscalización actuante solicitó a la aquí apelante que aportara los comprobantes respaldatorios de las cuentas de gastos del ejercicio 2002 correspondientes a Deudores Incobrables, Honorarios, Gastos Legales, Impuestos, Tasas y Contribuciones, libros contables y societarios, auxiliares de IVA Ventas y Compras por el período fiscal 2002 y nota indicando cuentas bancarias con las que operó del 1/1/02 al 31/12/02, detallando banco, sucursal y tipo y número de cuenta, habiendo cumplimentado la misma con el requerimiento (fs. 14/31 y 38/77). 

Se verificó que, entre las cuentas bancarias informadas por la rubrada figuran las cuentas Nº … y … correspondientes al Connecticut Bank Of Commerce y al Hudson United Bank de la Ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América, cuyos saldos ascendían a la suma de U$S 840.820,38.- y U$S 478.741,64, respectivamente (fs. 41). 

Como respaldo documental de la deducción efectuada en la declaración jurada para el ejercicio fiscal 2002 en concepto de “Deudores Incobrables”, la apelante aportó fotocopias del Libro de Actas de Directorio, fotocopias de los extractos bancarios correspondientes a las Cuentas Nº … y … pertenecientes al Connecticut Bank Of Commerce y Hudson United Bank, inicio de la acción caratulada “Case Number: 103CV00054 - Judge: Reggie Walton - Deck Type: General Civil - 01/03/2003” iniciada contra la “Federal Deposit Insurance Corporation”, fotocopias de los Balances Trimestrales al 31/03/03 y 30/06/03 y los resúmenes de las aludidas cuentas por los períodos 04/02 a 09/02. 

Asimismo, la inspección constató que con fecha 26/06/02 el Connecticut Bank Of Commerce había cesado en sus operaciones, y que el Hudson United Bank adquirió su cartera hasta los límites garantizados por la Reserva Federal de los Estados Unidos, es decir, hasta la suma de U$S 100.000.- en cada cuenta. 

Se estimó que en consecuencia, los saldos de dichas cuentas ascendían, al 28/06/2002, a U$S 740.820,38 y U$S 378.741,64, respectivamente. 

Por otra parte, se tuvo en cuenta que con fecha 7/08/2002 la “Federal Deposit Insurance Corporation” resolvió admitir los créditos de la empresa contra el Connecticut Bank Of Commerce y expidió los correspondientes certificados de existencia de crédito por la totalidad de los saldos depositados en las cuentas, esto es, U$S 740.820,38 y U$S 378.741,64, totalizando la suma de U$S 1.119.562,02.- 

En virtud de ello, la inspección actuante solicitó a la responsable que aportara la documentación respaldatoria del inicio de litigios en el exterior, traducidos al castellano y visados y otros trámites según corresponda por el Consulado Argentino en el país dónde se tramitan, relativos a la deducción por Deudores Incobrables, ejercicio fiscal 2002. Asimismo, se solicitó que indicara el concepto que corresponde al rubro “Otros Ingresos”, que surge del balance trimestral cerrado el 31/3/2003, requerimiento que fue cumplimentado con fechas 1/03/04 y 17/03/04 (fs. 79 y 302/338). 

En efecto, el recurrente aportó en sede administrativa copia de la demanda entablada con la Reserva Federal de los Estados Unidos traducida al castellano por traductor público nacional con firma certificada, detalle del rubro “Otros Ingresos” considerado en el Balance Trimestral cerrado el 31/03/2003 y detalle de los recuperos de deudores en litigio. Manifestó asimismo que la deducción de los deudores incobrables en su declaración jurada del impuesto a las ganancias correspondiente al ejercicio fiscal 2002 se encontraba justificada en lo normado en la ley de sociedades comerciales y las Resoluciones Técnicas Nº 8 y 17 de la F.A.C.P.C.E. 

II.- Que como resultado de las citadas tareas de verificación, la inspección actuante consideró que la apelante había afectado en su balance impositivo (reduciendo la base imponible del tributo) un monto de $4.142.379,44.- compuesto de la siguiente manera: 

a) $3.660.967,77.- en concepto de créditos en moneda extranjera -dólares estadounidenses-, que corresponde al saldo de las cuentas bancarias en el exterior (Connecticut Bank Of Commerce), valuados a la cotización del 31/12/2002, los cuales fueron considerados deudores incobrables, en el balance comercial al 31/12/2002. 

b) $481.411,67.- los cuales fueron deducidos por la responsable como ajuste impositivo de deudores incobrables, en concepto de diferencia de cambio entre la cotización de la moneda extranjera al 30/06/2002, fecha en que la rubrada constituyó contablemente la previsión para deudores incobrables, y la cotización de dicha moneda al 31/12/2002. 

Obra en los antecedentes administrativo el informe pericial contable (fs. 656/704) y asimismo, la providencia por la cual se ordenó una medida de mejor proveer que tuvo por objeto una nueva compulsa de los libros y 

documentación de la empresa a efectos de aportar mayores datos en orden a los recuperos de los créditos percibidos en el ejercicio 2005, obrando el informe a fs. 813/825. 

De la prueba producida, la inspección entendió que al 31/12/2002 la Previsión para Deudores Incobrables ascendía a $3.660.967,77.- correspondientes a U$S 1.119.652,02.- 

En el curso de las tareas de verificación, se consideró que la actora había cerrado su ejercicio comercial el 31/12/2002 y emitido sus Estados Contables el día 7/2/2003, presentando la Declaración Jurada del Impuesto a las Ganancias para el ejercicio fiscal 2002 el 05/05/2003, habiendo recuperado a esa fecha más del 40% del crédito con el Connecticut Bank. Puntualmente, constató la verificación actuante que con fecha 7/01/2003, es decir, siete días después del cierre del ejercicio comercial, la responsable recuperó la suma de $464.854,57.-, representativa del 41,52% del total del crédito considerado como incobrable, el que fue registrado en el Balance Trimestral cerrado el 31/03/2003, en el rubro “Otros Ingresos”. 

Asimismo, que en las Notas a los Estados Contables del ejercicio 2002, la rubrada expuso como “hechos posteriores al cierre del ejercicio” el recupero de una parte de los deudores en moneda extranjera que presentaban dudosa cobrabilidad. 

En esa simetría, se advirtió que los posteriores recuperos tuvieron lugar con fechas 19/05/03, 04/02/04, 19/08/04, 16/12/04 y 19/10/05, esto es, que entre los meses de enero de 2003 y octubre de 2005 se recuperaron U$S 1.166.586,87.- correspondientes al crédito de U$S 1.119.652.02.- que la contribuyente tenía contra el Connecticut Bank Of Commerce y que a la fecha de producción del informe pericial no existía monto pendiente. De los comunicados de prensa de la Federal Deposit Insurance Corporation relacionados con el cierre del Connecticut Bank Of Commerce, se concluyó que la aludida entidad bancaria contaba con activos de U$S 398.600.000.- y aproximadamente U$S 323.700.000 en depósitos y que al mes de noviembre de 2002 el Banco había devuelto a sus clientes el 41,52% de los depósitos, lo que hizo presumir que el mismo poseía activos suficientes como para hacer frente a la totalidad de los posibles reclamos de sus clientes. 

En ese contexto, entendió que más allá de la mera ocurrencia de alguno de los indicios enumerados en las disposiciones del art. 136 del Decreto Reglamentario de la ley del impuesto a las ganancias, la incobrabilidad debía probarse satisfactoriamente, extremo que estimó no se verificaba en la especie. 

Es así como el ente fiscal consideró que las pautas establecidas por la empresa para la calificación de los créditos como incobrables resultaban insuficientes para admitir su deducibilidad en el impuesto a las ganancias, concluyendo que el crédito que la firma tenía al 31/12/2002 con el Connecticut Bank Of Commerce, nunca pudo haber sido considerado como incobrable en el balance fiscal. 

En función de ello, a través del acto que se apela, entendió que la actora había deducido improcedentemente como “deudores incobrables” en su balance impositivo. 

III.- Que en ese contexto, tal como ha quedado planteada la litis, la cuestión nuclear para la resolución de esta controversia consiste en determinar la procedencia de la deducción computada por la responsable en el impuesto a las ganancias, para el período fiscal 2002, en concepto de “Previsión para Deudores Incobrables”. 

IV.- Que previo a expedirse sobre la materia litigiosa planteada en autos, resulta necesario describir la normativa aplicable. 

El artículo 87 de la ley del gravamen dispone que de las ganancias de la tercera categoría y con las limitaciones de dicha ley, se podrán deducir los castigos y previsiones contra los malos créditos en cantidades justificables de acuerdo con los usos y costumbres del ramo, delegando en la Dirección General Impositiva la facultad de establecer normas respecto de la forma de efectuar esos castigos. 

Por su parte, el artículo 139 (texto según Decreto 2353/86 y mod. hoy artículo 133) del Decreto Reglamentario disponía que era procedente la deducción por castigos sobre créditos dudosos e incobrables que tengan su origen en operaciones comerciales, pudiendo el contribuyente optar entre su afectación a la cuenta de ganancias y pérdidas o a un fondo de previsión constituido para hacer frente a contingencias de esta naturaleza. 

A su vez, el artículo 136 del citado reglamento, con la modificación establecida por el Decreto Nº2442/02 (B.O. 3/12/2002), vigente para el período fiscal involucrado, dispone que cualquiera sea el método que se adopte para el castigo de malos créditos, las deducciones de esta naturaleza debían justificarse y corresponder al ejercicio en que se produzcan, siendo índices de ello: la verificación del crédito en el concurso preventivo, la declaración de la quiebra del deudor, la desaparición fehaciente del deudor, la iniciación de acciones judiciales tendientes al cobro, la paralización manifiesta de las operaciones del deudor y la prescripción. 

En dicho marco normativo, se considera que a partir de la modificación introducida por el Decreto Nº 2442/02, los requisitos para la deducción de los deudores incobrables son los siguientes: 

a- Que los créditos tengan origen en operaciones comerciales propias del giro del contribuyente. 

b- Que se verifique alguno de los parámetros de incobrabilidad comprendidos en la normativa pre-transcripta, advirtiéndose que la descripción obrante a en el artículo 136 del decreto reglamentario de la ley del impuesto a las ganancias, con las modificaciones introducidas por el Decreto Nº 2442/02, es de carácter taxativa. 

c- Que esté justificada la incobrabilidad. 

d- Que la referida incobrabilidad corresponda al ejercicio en que se produzca la misma. 

Cabe advertir en este punto que, para el período fiscal involucrado, resultaba asimismo de aplicación lo dispuesto en el Decreto Nº 348/2003 (B.O. 21/02/03) que estableció que sin perjuicio de lo establecido en el artículo 136 de la Reglamentación del Impuesto a las Ganancias y únicamente por los períodos fiscales que finalicen entre el 31/12/2002 y el 31/12/2002, ambas fechas inclusive, siempre que no se trate de los casos comprendidos en el segundo párrafo de la citada norma -deudores de escasa significación-, los contribuyentes podrán considerar como índice de incobrabilidad la cesación de pagos del deudor. Añadió asimismo que, a tales efectos, la deducción quedará supeditada a que el acreedor demuestre, como mínimo, que ha impulsado medidas extrajudiciales de cobro. 

V.- Que en dicho contexto normativo, corresponde determinar si las deducciones computadas por la responsable por “malos créditos” se ajustan a las exigencias previstas en la ley del impuesto a las ganancias y su reglamentación. 

En primer lugar, y pese a lo argumentado en esta instancia por el Fisco Nacional en orden al origen no comercial de los créditos contra el Connecticut Bank Of Commerce, es claro que en virtud de la actividad de casa y agencia de cambio desarrollada por la recurrente, en virtud de la que opera en la compra y venta de monedas y billetes extranjeras, los mismos responden a operaciones propias del giro del contribuyente. 

Los créditos en cuestión, salvo prueba contundente en contrario, tienen como causa operaciones vinculadas a la actividad productora de renta de la responsable. 

Cabe traer a colación el Dictamen (DAT) Nº 17/95, del 21/02/1995, en el que se entendió que todos los actos realizados por una sociedad anónima, en cuanto estén admitidos por su objeto social, merecen la calidad de comercial y por lo tanto los créditos generados en el ejercicio de su actividad deben considerarse ‘originados en operaciones comerciales’, lo que se verifica en la especie. 

En razón de ello, resulta improcedente el criterio fiscal en cuanto sostiene, en instancia de este Tribunal, que los créditos de marras no responden a operaciones comerciales de la contribuyente. 

VI.- Que sentado lo que antecede, y en virtud de lo alegado por las partes, cabe advertir que no se encuentra discutido en la especie que se verificaron fehacientemente alguno de los índices mencionados en el artículo 136 del Decreto Reglamentario de la ley del impuesto a las ganancias, particularmente, la declaración de quiebra del deudor. 

En efecto, afirmó la actora y no lo ha desconocido el Fisco Nacional, que con fecha 26/06/2002 el Connecticut Bank Of Commerce fue cerrado y decretado en quiebra a causa de una orden emanada del Tribunal Superior de Connecticut, a pedido del Departamento de Bancos de Connecticut. 

Tampoco se encuentra discutido el inicio de acciones legales por parte de la contribuyente contra de la empresa tendientes a obtener la cancelación del crédito. 

Ello así, sobre la base de la doctrina desarrollada en el Considerando IV y V, las deducciones computadas en la especie como “malos créditos” resulta acorde con las exigencias legales y reglamentarias vigentes. 

VII.- Que así las cosas, la impugnación fiscal giró en torno a la imposibilidad de deducir como malos créditos los involucrados en autos, sobre la base de entender que los mismos habían sido recuperados, en su totalidad, entre el mes de enero de 2003 y octubre de 2005, aún habiéndose verificado los parámetros fijados por la normativa en el período fiscal de su deducción. 

Surge de los antecedentes administrativos y no se encuentra controvertido en autos, que el primero de los recuperos, por la suma de U$S 157.257,73.- tuvo lugar el 07/01/2003. A su vez, que los sucesivos recuperos tuvieron lugar en las fechas 19/05/03, 04/02/04, 19/8/04, 16/12/04 y 19/10/05, habiéndose completado la devolución de la totalidad del crédito, los que fueron incluidos en las respectivas declaraciones juradas del tributo. 

En efecto, en la resolución de marras, al analizar el organismo recaudador los distintos elementos de juicio para juzgar la incobrabilidad, consideró que el recupero de más del 40% de los créditos con fecha 07/01/2003, es decir, con posterioridad al cierre del ejercicio pero con anterioridad a la confección y presentación de la declaración jurada del tributo, obstaba a su consideración como “malos créditos”. 

Asimismo, entendió que habiéndose acreditado la percepción de la totalidad de la acreencia entre el mes de enero de 2003 y octubre de 2005, el crédito no pudo haber sido considerado incobrable. 

Cabe enfatizar en este punto que el art. 136 de la reglamentación de la ley del gravamen dispone que la deducción, cualquiera sea el método que se adopte para el castigo, deberá computarse en el ejercicio en que se produzca la incobrabilidad. 

Por su parte, el artículo 134, párrafo tercero, de la reglamentación, prevé la incorporación en el balance impositivo de las sumas recuperadas en el respectivo ejercicio fiscal, que correspondan a deducciones oportunamente computadas en concepto de malos créditos. 

Al respecto, se puede colegir que el recupero de los créditos en ejercicios fiscales subsiguientes, no obsta a su deducción en el período fiscal en que se haya manifestado la condición de incobrabilidad, habida cuenta que el beneficio derivado del recupero ulterior del gasto deducido impositivamente debe atribuirse al ejercicio en que tal recupero tuvo lugar, con sujeción a lo normado en el art. 134, tercer párrafo del decreto reglamentario de la ley del tributo. 

En ese sentido, por aplicación del principio de anualidad que rige en el impuesto de marras, la imputación de la deducción corresponde efectuarla en el ejercicio en que se verifica la incobrabilidad, sin perjuicio del eventual recupero de los créditos en ejercicios subsiguientes y aún cuando la percepción ocurra antes del vencimiento del plazo para la presentación de la declaración jurada del tributo. 

En efecto, convalidar la tesis del organismo recaudador importaría vaciar de todo sentido la citada norma que prevé la inclusión como beneficio impositivo de las sumas recuperadas en ejercicios fiscales subsiguientes, mediante su reintegro al balance impositivo en el ejercicio que ocurra. 

Es que toda vez que el responsable liquida el tributo de marras conforme el sistema del devengado, el instituto de la deducción de los malos créditos procura, simplemente, diferir el cómputo del crédito hasta su efectivo percepción, momento en el que se neutraliza la deducción oportunamente efectuada. 

Ello sentado, resulta acertada la deducción computada en concepto de malos créditos en el ejercicio en que se verificaron las condiciones de incobrabilidad, particularmente, la quiebra del deudor, esto es, en el ejercicio fiscal 2002. 

Cabe agregar en este punto, que no empece a lo expuesto las circunstancias alegadas por el Fisco Nacional en el sentido de que la deudora poseía activos y depósitos suficientes para hacer frente a los reclamos de los clientes por la totalidad de los depósitos y que la devolución de éstos comenzó, en términos generales para los clientes del banco, en el mes de noviembre de 2002, habida cuenta que -como se ha visto- la contribuyente recuperó sus créditos recién entre los meses de enero de 2003 y octubre de 2005. 

VII.- Que al ser ello así, el criterio del organismo fiscal en cuanto impugnó la deducción computada por el contribuyente en el impuesto a las ganancias, período fiscal 2002, en concepto de malos créditos, no puede prosperar y en consecuencia, corresponde revocar la resolución apelada. Con costas. 

VIII.- Que por la forma en que se resuelve, no corresponde expedirse respecto de los restantes agravios formulados por la recurrente. 

Por lo expuesto, SE RESUELVE: 

1º) Revocar la resolución apelada. Con costas. 

2º) Regular los honorarios de los profesionales intervinientes por la parte actora teniendo en cuenta el monto del litigo, la única etapa procesal cumplida, el resultado obtenido, la labor desarrollada y demás pautas de la ley de honorarios de abogados y procuradores Nro. 21.839 en la suma de $ ….- (pesos …) a favor de la Dra. Analía A. SÁNCHEZ, por su intervención como patrocinante, y en la suma de $ ….- (pesos …) a favor de la Cdora. Silvia I. DANERI, por su intervención como apoderada, las que quedan a cargo del Fisco Nacional en atención a la imposición dispuesta en el Punto 1º). Se deja constancia que la presente regulación no incluye impuesto al valor agregado, el que se adicionará en caso de corresponder, de acuerdo con la particular situación frente a dicho tributo de los profesionales beneficiados.- 

Se deja constancia que la presente resolución se dicta con el voto coincidente de dos vocales titulares de la Sala, por encontrarse vacante la Vocalia de la 2º Nominación (art. 184 de la ley 11.683). 

Regístrese, notifíquese, oportunamente devuélvanse los antecedentes administrativos acompañados y archívese. 

Ignacio J. Buitrago 

Vocal 

Ernesto C. Celdeiro 

Vocal 
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